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León, Guanajuato, a 03 tres de agosto del año 2012, dos mil doce. . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 061/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por los ciudadanos JUAN DE LOS LAGOS ANTONIO TAMAYO GONZALEZ Y OTONIEL SÁNCHEZ AGUILERA, el primero, por propio derecho y el segundo ostentando el carácter de represéntate legal de la persona moral “GAS BUTANO DEL BAJÍO SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE”, en contra del Director General de Desarrollo Urbano, del Director de Contacto y Servicio a la Ciudadanía de Desarrollo, del Jefe de Licencias de Construcción y del Coordinador para la Asistencia Jurídica de la Dirección General de Desarrollo Urbano, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se  estudia 
la personalidad jurídica del ciudadano Otoniel Sánchez Aguilera, quien se ostenta como representante legal de la persona moral denominada “Gas Butano del Bajío”, Sociedad Anónima de Capital Variable; personalidad que acredita con las copias certificadas por el Notario Público número 27 veintisiete, en legal ejercicio en el Distrito Judicial Bravos Estado de Chihuahua, del Testimonio de la Escritura Pública número 9695 nueve mil seiscientos noventa y cinco, otorgado con fecha 28 veintiocho de febrero del año 2011, dos mil once, ante la fe del mismo Fedatario Público, mediante el cual en la clausula única se le otorga al ciudadano Otoniel Sánchez Aguilera, poder general para pleitos y cobranzas con  todas las Facultades generales y especiales que requiera cláusula especial conforme a la Ley, sin limitación alguna en los términos de los artículos 2453 y 2486 del Código Civil vigente en el Estado de Chihuahua y sus correlativos el artículo 2554 y 2587  del Código Civil pata el Distrito Federal en materia común, aplicable en toda la República Mexicana en materia Federal y sus correlativos en los demás Estados de la República Mexicana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que el acto impugnado consiste en la negativa de la Licencia de Construcción para Estación de Carburación de Gas LP, en la calle San Juan Bosco número 2216 del Fraccionamiento “La Joya”, de esta ciudad, cuya existencia se encuentra acreditada en esta causa administrativa, con el original del oficio con número de  control  número  35-2265/2011, de fecha  06 seis de  diciembre del  año 
2011, dos mil once, suscrito por las autoridades demandadas, que obra en el secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del asunto, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades aducen en la contestación de la demanda que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción III del artículo 241 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el actor consintió expresamente los actos combatidos; sobre el particular se aclara que se estudiará la causal de improcedencia contemplada en la fracción IV del artículo 261 del mismo Código, ya que el artículo 241 no es aplicable al proceso administrativo, de acuerdo a lo establecido por el artículo 249 del invocado Ordenamiento Legal, pues el artículo indicado por las demandadas sólo rige para el recurso de inconformidad que se tramite y resuelve en sede administrativa. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que el actor manifiesta que tuvo conocimiento del oficio en el que consta el acto impugnado, el día 06 seis de enero del año 2012 dos mil doce y la autoridad no exhibió diligencia relativa a la notificación o constancia alguna de la cual se desprenda que el acto combatido se le haya notificado al justiciable en fecha diversa a la expresada en la demanda, por tanto, resulta cierto que el actor se hizo conocedor del referido oficio en la fecha que manifiesta; de ahí, que la demanda se encuentra presentada dentro del plazo legal de 30 treinta días hábiles, establecido en el artículo 263, primer párrafo, multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que si tuvo conocimiento del acto el 06 seis de enero del año en curso, entonces el termino empieza a computarse al día siguiente y tomando en cuenta la fecha de conocimiento y la de recepción de la demanda, es el caso que ésta se presentó el vigésimo sexto día hábil del término legal de 30 días, sin contar los días sábados y domingos, ni el 20 veinte de enero y el 06 seis de febrero del año en curso, por haber sido días inhábiles. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, las autoridades aducen en la contestación de la demanda que está acreditada la falta de interés jurídico de la parte actora, por lo que se aborda el análisis de la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en razón de que la persona moral denominada persona moral “Gas Butano del Bajío Sociedad Anónima de Capital Variable”, es la destinataria del acto combatido y además exhibe un contrato que le concede el uso y goce del inmueble con el objeto de instalar y explotar un Establecimiento Mercantil de venta al público de gas licuado de petróleo para carburación e instalación de los equipos respectivos, por tal motivo la parte actora cuenta con interés jurídico para intentar esta demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las causales de improcedencia y advirtiendo que de autos no se actualiza ningún otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación  esgrimidos en la demanda. 

CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación el actor aduce en esencia que la negativa a otorgar la licencia de construcción, le causa agravio ya que vulnera lo establecido por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; que las violaciones las causa el incumplimiento del artículo 137, fracciones I y VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo transcribe; y que no cumple con los elementos de validez, al no estar debidamente fundado y motivado; en el segundo concepto de impugnación en lo toral sigue manifestando que el acto de autoridad no se encuentra fundamentado y motivado, ya que se cumplió con todos los requisitos para que se aprobara la licencia de construcción para la Estación de Carburación de Gas LP, con ubicación en la calle San Juan Bosco número 2216 del Fraccionamiento “La Joya”, de esta ciudad. En tanto, que las autoridades en la contestación de la demanda aducen en esencia que la respuesta esta emitida conforme a derecho, pues se desprende claramente la motivación y fundamentación del acto, al realizar a la parte actora un requerimiento para que ingrese el “convenio de afectación de dicha vialidad por causa de utilidad pública debidamente notariado e inscrito en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, ya que sin ello, no es procedente entregar los planos correspondientes y dicho requerimiento se emitió en cumplimiento a las disposiciones establecidas en el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato; y que la garantía genérica de legalidad consagrada en el artículo 16 Constitucional esta resguardada al contener un mandato acorde a lo reglamentado, la fundamentación se satisface cuando se actúa dentro de los límites que le confiere la Constitución y la motivación existe cuando como en el caso es aplicable lo contenido en el Código referido. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, sobre el particular, cabe señalar que de la argumentación lógica y jurídica expresada en estos dos puntos se deduce la causa de pedir, pues, por un lado, se indica de manera clara la lesión que estima le causa el acto impugnado y señala como motivos que originan ese agravio que el acto no se encuentra fundado y motivado, por lo que los razonamientos se dirigen a desvirtuar la legalidad del oficio combatido, además se indican los artículos y los Ordenamiento vulnerados; circunstancias que nos permite analizar la legalidad del acto impugnado frente a los numerales invocados, por tal motivo, en la especie se deduce la causa de pedir, por tanto, conforme a la técnica jurídica en la demanda si se expresen conceptos de impugnación respecto del acto combatido. A lo anterior, le es aplicable el criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar,  se precisa que estos dos conceptos de impugnación se analizan de manera conjunta, en virtud de que la argumentación está relacionada entre sí, además se formula y contesta en el mismo sentido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, es menester señalar que el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, impone a las autoridades Municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; y, que por fundar un acto administrativo se entiende que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para emitir el acto impugnado; mientras, que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, de un minucioso análisis del texto del acto impugnado se advierte que la negativa de la licencia de uso de suelo por incompatibilidad, se encuentra insuficientemente fundada y motivada. Lo anterior es así, en virtud de que en el oficio impugnado, la negativa de la licencia de construcción se apoya en dos argumentos a saber, el primero en el sentido de que sobre el predio está proyectada una vialidad y el segundo consiste en presentar el convenio de afectación de dicha vialidad por causa de utilidad pública debidamente notariado e inscrito el Registro Público de la Propiedad y del Comercio; pero es el caso, que las autoridades demandadas se limitan a indicar el artículo 297, fracción V, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, como fundamento legal de la negación de la licencia de construcción por la proyección de la vialidad sobre el predio, pero respecto a la exigencia de presentar el referido  convenio de afectación, se omite señalar el precepto legal que sirve de fundamento para realizar esa exigencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, el oficio combatido, carece de motivación, ya que en el mismo se dejan de expresar las circunstancias de hecho y las razones inmediatas que hacen aplicable la norma jurídica al caso concreto, esto es, omite expresar el por qué no es viable conceder la referida licencia de construcción, pues las autoridades demandadas jamás señalan ni delimitan la superficie del predio que abarca la vialidad, ni tampoco describen, ubican, ni delimitan la superficie que comprende la vialidad trazada sobre el predio ubicado en la calle San Juan Bosco número 2216 del Fraccionamiento “La Joya”, de esta ciudad, en donde se pretende  Construir la Estación de Carburación de Gas LP, además que tampoco hace mención a las características o al tipo de la vialidad proyectada, limitándose a expresar que no otorga dicha licencia, porque sobre el predio se encuentra proyectada una vialidad, circunstancias que dejan en estado de indefensión a la persona moral impetrante; de igual manera, las autoridades demandadas omiten indicar de manera detallada el por qué se requiere exhibir el mencionado convenio de afectación, ni mucho menos le especifica a la justiciable a que proyecto se refiere. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el acto a debate no cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el oficio combatido se encuentra insuficientemente fundado y carente de motivación, vicios de carácter meramente formal que afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; siendo lo anterior de esta manera y estimando que  el acto combatido, es la respuesta a una petición, con fundamento en el artículo 300, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad del acto combatido, para efectos de que se emita otro debidamente fundado y motivado, esto es, cumpliendo con los extremos exigidos por la fracción VI del artículo 137 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Respecto a la nulidad para efectos de emitir otro acto subsanado los vicios formales, resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  lo  expuesto  y además  con  fundamento  en  los  artículos,  206-A  párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción III y 302 fracción II, del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio con número de control       35-2265/2011, de fecha 06 seis de diciembre del año 2011, dos mil once, suscrito por las autoridades demandadas, para efectos de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado, por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . .
